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Resumen
En este artículo se expone la relación entre el 
derecho y los medios de comunicación, desde 
el ejercicio pragmático, sobre los escenarios en 
que se presentan, como la televisión, la radio y 
la prensa, en relación con los procedimientos 
judiciales. Se analiza el papel de los medios 
de comunicación en los procesos judiciales, 
evidenciando la influencia en la sociedad 
mediante la manipulación mediática, lo 
cual determina la posición social respecto 
de diversos casos penales con una carga 
subjetiva que desconoce los procedimientos y 
análisis jurídicos, sin denotar la imparcialidad 
legal que se requiere por parte de los 
emisores para excluir el campo jurídico que 
lo afecta. Este análisis se realiza desde el 
método hermenéutico, método etnográfico, 
recolección bibliográfica e interpretación de 
datos estadísticos de fuentes secundarias.

Palabras clave: Medios de comunicación, 
procesos judiciales, manipulación, derecho, 
análisis sociojurídicos, penal. 

Abstract
This article exposes the relationship between 
law and the media, from the pragmatic ex-
ercise, on the scenarios in which they are 
presented, such as television, radio and the 
press, in relation to legal proceedings. The role 
of the media in judicial processes is analyzed, 
evidencing the influence in society through 
media manipulation, which determines the 
social position regarding various criminal 
cases with a subjective charge that ignores le-
gal procedures and analysis, without denoting 
the legal impartiality required by the issuers 
to exclude the legal field that affects it. This 
analysis is carried out from the hermeneutic 
method, ethnographic method, bibliographic 
collection and interpretation of statistical data 
from secondary sources.

Keywords: Media, Legal proceedings, Manip-
ulation, Law, Socio-legal analysis, Criminal.
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INTRODUCCIÓN

Constitucionalmente, la dignidad humana se 
reconoce como el pilar en el Estado social de 
derecho, el cual pretende darle a cada ser hu-
mano el reconocimiento a ese valor intrínseco 
por medio de garantías que puedan llevar a 
cabo en caso de que se vea afectado por ac-
ciones deshonrosas contra su integridad, 
como verse expuesto ante medios de comu-
nicación que en ocasiones no toman el papel 
de imparcialidad que legalmente se requiere: 
“Por tanto, la dignidad humana se erige como 
un derecho fundamental, de eficacia directa, 
cuyo reconocimiento general compromete el 
fundamento político del Estado” (Sentencia 
T-291/16, 2016).

Los medios de comunicación tienen un papel 
protagónico en la sociedad colombiana, debi-
do a la expansión de la información que como 
emisores logran brindar a sus receptores, lo cual 
puede determinar la posición o punto de vista 
de la noticia. Por esta razón, algunos procesos 
judiciales han creado gran conmoción, por el 
manejo periodístico que se les da, pues existen 
noticias en las que se condena mediáticamente 
sin un conocimiento amplio de la legislación 
colombiana o el olvido voluntario de hechos de 
mayor relevancia, que le darían una perspecti-
va diferente al caso y no desde un ámbito de 
imparcialidad como lo pretende la ley entre los 
sujetos de la comunicación y las personas a las 
que llegan estas emisiones, que posteriormente 
afectan el criterio de la sociedad e implica un 
determinado efecto de desconocimiento en los 
casos judiciales de interés público. 

Primero, se aborda la relación entre el dere-
cho y los medios de comunicación. Luego, 
se determina el efecto de la manipulación 
mediática en los casos judiciales de interés 
público, a partir del papel que desempeñan los 
medios, demostrando su incidencia sociojurí-
dica y periodística. Por último, se evidencian 
procesos penales en que los medios exponen 
diferentes casos en Colombia en los cuales 
los sujetos de la comunicación han tenido in-
fluencia directa. 

RELACIÓN ENTRE EL DERECHO Y LOS 
MEDIOS DE COMUNICACIÓN

La acción de comunicar ha sido de gran impor-
tancia para el desarrollo y conocimiento de la 
sociedad, es así como López & Fonseca (2017) 
establecen que “Comunicación es la trasmi-
sión de un mensaje de una persona hacia otra, 
con el fin de informar a esta última” (p. 6). Los 
principios en los que se funda determinada 
nación permiten dar orden y regulación a las 
relaciones inter partes de una comunidad en 
específico. De esta forma, se puede determinar 
su importancia en la sociedad, considerando 
que permiten no sólo divulgar información a 
un territorio para que sea consciente de los su-
cesos que pueden afectarla o beneficiarla, sino 
que también existe una amplia normatividad 
que garantiza la imparcialidad de las noticias 
por parte de los sujetos de la comunicación 
masiva, como los periodistas o comunicado-
res sociales: “La norma debe contribuir a que 
los medios masivos faciliten la divulgación 
de la multiplicidad de voces que integran las 
sociedades contemporáneas, democratizando 
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así los procesos comunicativos, escenario muy 
distinto al de las concentraciones que impe-
ran” (López & Fonseca, 2017, p. 8). 

La Constitución consagra los derechos que 
les garantiza a los medios de comunicación 
y, en especial, a las personas que se encargan 
de la responsabilidad social de la divulgación 
de noticias la libertad de pensamientos y, con-
secuentemente, la difusión de sus informes e 
investigaciones, sin desconocer que este es un 
derecho de doble vía, que considera que en 
medio de la libertad de expresión no se vulne-
ren los derechos de otros:

Este mandato constitucional –libertad de ex-

presión-, ha sido considerado por la Corte 

como un derecho fundamental de doble vía 

porque involucra tanto al emisor como al 

receptor de actos comunicativos, agrupa un 

conjunto de garantías y libertades diferencia-

bles en su contenido y alcance, tales como la 

libertad de expresar pensamientos y opiniones, 

la libertad de informar y recibir información 

veraz e imparcial, la libertad de fundar medios 

masivos de comunicación y el derecho de rec-

tificación (Sentencia T-244/18, 2018).

El reconocimiento de la censura como afec-
tación al derecho de la libertad de prensa 
garantiza constitucionalmente a cada persona 
para que tenga no sólo libre pensamiento si 
no el derecho a difundirlo con imparcialidad 
y veracidad, sin que terceros pretendan impe-
dirlo, como ocurre en casos en los cuales se 
ven afectados los bienes jurídicos de aquellos 
sujetos de expansión de la comunicación: 

Así, ante la pregunta de sobre cuál es la jus-

tificación de la censura a quien comete un 

daño acumulativo, la respuesta debe llenarse 

no sólo con la violación a la específica tipifica-

ción legal, sino también con que su infracción 

menoscaba la capacidad funcional de algún 

bien jurídico (Truccone, 2013, p. 79).

Constitucionalmente, todas las personas tie-
nen derecho a expresar de manera libre sus 
ideales y permanecer en ellos, siendo el Estado 
el que debe garantizarlo, como lo establecen 
la Constitución y la jurisprudencia nacional: 
“(i) nadie podrá ser objeto ni de acoso ni de 
persecución en razón de sus convicciones o 
creencias; (ii) ninguna persona estará obliga-
da a revelar sus convicciones y (iii) nadie será 
obligado a actuar contra su conciencia” (Sen-
tencia SU108/16, 2016).

Todos los sujetos de la comunicación, como 
lo son los periodistas, pueden gozar de la 
garantía fundamental por medio del texto 
constitucional, el cual decreta: “Artículo 73. 
La actividad periodística gozará de protección 
para garantizar su libertad e independencia 
profesional”. Cabe mencionar que la función 
periodística en el país es de vital importancia 
para la continua construcción de un Estado 
social de derecho, el cual los hace partícipes 
necesarios de una sociedad democrática, con-
siderando que es lo que consolida un gobierno 
democrático estable: 

Convencidos que cuando se obstaculiza el 

libre debate de ideas y opiniones se limita la 

libertad de expresión y el efectivo desarrollo 
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del proceso democrático; Convencidos que 

garantizando el derecho de acceso a la infor-

mación en poder del Estado se conseguirá una 

mayor transparencia de los actos del gobierno 

afianzando las instituciones democráticas; 

[…] (Declaración de Principios sobre Liber-

tad de Expresión, 2000).

La forma de divulgación de las noticias se en-
cuentra en los medios masivos que permiten 
que la mayoría de la población se informe, 
entre ellos están la prensa, la televisión y la 
radio, que tradicionalmente se han conside-
rado los medios de comunicación de mayor 
importancia social. Castells (2013) agrega que 
“La radio, la televisión y la prensa siguieron 
siendo en gran medida medios de comunica-
ción de masas” (p. 93).

En diferentes sociedades los informes pe-
riodísticos se han convertido en la realidad 
innegable de lo que sucede, desconociendo 
otros aspectos por los que se funda la noticia o 
su composición. Al respecto, López y Fonseca 
(2017) afirman que “Los medios han deja-
do de ser el lugar donde se efectúa el debate, 
para convertirse en los centros desde los que 
se comunica lo que debe considerarse como 
verdad” (p. 101).

Aunque estos informes ayudan a que la ciu-
dadanía sea participativa y conocedora de 
hechos ocurridos, debe basarse esencialmente 
en la imparcialidad, dando amplia respuesta 
a los principios fundamentales que proclama 
la Constitución sobre la dignidad humana y 
la presunción de inocencia, ayudando a que 

haya una relación jurídica y periodística que 
vaya en pro a un Estado social de derecho. 

[…], hoy en día los medios de comunicación, 

a través de la información, deben permitir 

que la participación ciudadana sea activa, y 

para ello surge la evidente necesidad de que 

puedan ser transmitidos sin censura algu-

na todos los hechos noticiosos que posean 

relevancia para la sociedad. No obstante, ha 

de responder con ciertos principios para no 

afectar otros derechos fundamentales como 

el debido proceso desarrollado desde la pre-

sunción de inocencia (Gómez, Caro, Suárez, 

Romero, Escárraga, 2014, p. 202).

LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN 
Y SU PAPEL EN LOS PROCESOS 
JUDICIALES 

Señalar el papel de los medios de comunica-
ción en el campo jurídico suele tornarse un 
poco complejo, debido a la concesión de de-
rechos de ambas partes, como el derecho a la 
información que tiene todo ciudadano sobre 
lo que sucede en su comunidad. Así mismo, 
el derecho a la libertad de prensa, derechos 
en doble vía que se ven inmiscuidos en estos 
procesos y en el cual se podrían afectar, se-
gún el caso, derechos fundamentales como al 
buen nombre e interferir en el debido proceso 
con informaciones anticipadas que inciden 
directamente en el fallo de un juez, puesto 
que estos medios de expansión de comunica-
ción no sólo tienen el poder de informar, si 
no también que mediante sus noticias logran 
encaminar al público a tomar la postura de 
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criminalizar sin fundamento comprobado o 
de declarar inocencia en un proceso que a la 
fecha está aún en curso:

 …, la perspectiva que el público tiene de la 

criminalidad es recibida generalmente por los 

medios de comunicación a través de la seria-

lización de las noticias policiales y judiciales. 

Indirectamente, los medios forman parte del 

sistema penal: tienen el poder de criminalizar, 

de estigmatizar usualmente a los miembros de 

las clases bajas -jóvenes y pobres- (Sacristán, 

2009, p. 5).

La narrativa de los famosos “delitos de cuello 
blanco” en los noticieros no se vende como 
una afectación de gran magnitud sino como 
algo de la cotidianidad, referenciando el con-
texto colombiano en aquellos actos ilegales 
como la corrupción. Aquí cabe hacer la clari-
dad de lo que se entiende por corrupción, ya 
que se maneja la noticia según su efecto so-
cial y se desconoce el daño que generan estas 
situaciones en un país como Colombia. Esto 
demuestra la carencia de informes reales y 
contundentes que promuevan a la racionali-
zación y consciencia colectiva de un suceso:

…, la narrativa de los noticieros presenta a 

los delitos de cuello blanco como no amena-

zantes para el orden social por ausencia de 

profundidad en las coberturas y la falta de 

conciencia sobre el daño social que producen. 

Esta circunstancia expresa la inexistencia de 

resentimiento público organizado, aunque 

haya reprobación del acto delictivo (Sacris-

tán, 2009, p. 11).

Entre los primeros aspectos vulnerados por los 
medios de comunicación con señalada caren-
cia de neutralidad se encuentran los derechos 
procesales esenciales como la presunción de 
inocencia, el debido proceso y actos jurídicos 
como el material probatorio. En estos casos 
se juzga socialmente excluyendo al campo 
jurídico, muy necesario para las emisiones e 
investigaciones que se pretendan exponer:

El debido proceso abarca también el derecho 

a la presunción de inocencia. La presunción 

de inocencia es una de las columnas sobre 

las cuales se configura el Estado de derecho 

y es, de igual modo, uno de los pilares fun-

damentales de las democracias modernas. 

Su significado práctico consiste en que quien 

ha sido imputado de haber cometido un de-

lito se presume inocente hasta tanto no se 

haya demostrado lo contrario mediante sen-

tencia debidamente ejecutoriada (Sentencia 

T-827/05, 2005).

El papel que deben cumplir los medios de co-
municación en los procesos judiciales es el de 
informar sobre acciones delictivas de manera 
imparcial, brindando autonomía jurídica del 
fallador y no por la acción de informar se vul-
neren derechos fundamentales. De Quiroga 
(2001) simplifica: “En efecto, la influencia de 
los medios de comunicación incide, o puede 
incidir, de forma directa sobre el usador (sea 
juez profesional o lego), afectando al menos en 
su aspecto objetivo a su imparcialidad” (p. 106).

La libertad de información es un derecho 
de doble vía, es decir, en procesos judiciales 
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los medios tienen la facultad no sólo de in-
formar a la ciudadanía de los actos delictivos 
que suceden en el país, sino también están en 
la obligación de no caer en la vulneración de 
aquellos bienes jurídicos de las personas sos-
pechosas, como su derecho a la honra y buen 
nombre, puesto que la ley establece la inocen-
cia de las personas hasta que no se demuestre 
la culpabilidad de los hechos. No obstante, es 
perentorio que la redacción de la noticia no 
deba de inducir al lector frente a una postura 
culpabilista o de inocencia, si no de ser obje-
tivos e imparciales, como lo señala la Corte: 
“La responsabilidad social de los medios de 
comunicación implica la obligación de emi-
tir noticias veraces […], no pueden inducir 
al lector a la culpabilidad de la persona nom-
brada como un hecho cierto, pues se estarían 
desconociendo los principios constituciona-
les” (Sentencia T-040/13, 2013).

ANÁLISIS DE CASOS

Después de la conceptualización sobre la ma-
nipulación de los medios de comunicación en 
los procesos judiciales, se plantea el análisis de 
casos de tipo penal, de los cuales se pretende 
ejemplificar y llegar a las conclusiones que se 
establecen en la presente investigación. 

Un médico y tres presuntos asaltantes

El jueves 30 de enero del 2020, pasada las diez 
de la noche, en el norte de la ciudad de Bogo-
tá, según lo que evidencia una de las cámaras 
de seguridad del sector, una persona mascu-
lina de los cuales los medios informan que es 

presuntamente del gremio de la salud, cruza 
sobre un puente y detrás de él tres sujetos que 
minutos antes habían bajado de un carro. En 
este hecho, los tres sujetos terminan muertos, 
presuntamente por el médico que disparó su 
arma de fuego. No conociéndose más de los 
hechos. 

El abogado defensor de los intereses del 
médico que dio muerte a tres presuntos delin-
cuentes, al parecer ante una amenaza de atraco, 
afirmó que  su cliente actuó en legítima de-
fensa. Los hechos sucedieron en la noche del 
jueves, aproximadamente a las 11:40 p.m., en 
el puente peatonal de la calle 121 con carrera 9 
(Revista Semana, 2 de febrero de 2020). 

El presente caso a la fecha fue fallado a favor 
del médico como legítima defensa; sin embar-
go, las autoridades judiciales y sobre todo los 
medios de comunicación han puesto reserva 
y cuidado la identidad del médico para evi-
tar posible represarías contra él, tal y como él 
mismo lo solicito en una entrevista con la Re-
vista Semana: “Agradezco que por razones de 
seguridad personal y de mi entorno familiar 
no se dé a conocer públicamente mi identi-
dad, además de que afectaría los lineamientos 
que para tal efecto han dado las autoridades” 
(Revista Semana, 8 de febrero 2021).

Se desconocen los elementos materiales 
probatorios que permitan esclarecer lo que su-
cedió. No obstante, con un video de la cámara 
de seguridad del sector los medios de comu-
nicación empezaron a afirmar sobre el hecho 
como legítima defensa, siendo que “Recurrir 
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a la fuerza debe ser el último medio posible 
para defenderse y el Estado debe demostrar 
que la amenaza a la que se enfrentó constituyó 
un nivel suficiente de gravedad para justificar 
una respuesta armada” (Guerisoli, 2006, p. 6). 
Realizando así una percepción o hipótesis, la 
cual debe estar en manos de un juez de la Re-
pública en un determinado fallo. 

Respecto a la legítima defensa, es necesario 
recalcar que es difícil tener una tipificación 
única sobre estos casos, pues los hechos varían 
dependiendo del contexto, como también la 
forma de defender la vida y su preservación. 
Por esta razón, se debe de ser objetivo para no 
inducir a la población a confundir la legítima 
defensa con la venganza, como lo hace ver la 
justificación de algunos sectores de la socie-
dad colombiana:

La falta de una completa normativización, 

tanto del uso de fuerza, como de la legítima 

defensa, provocó que cada nación era compe-

tente para definir y delimitar su derecho de 

defensa propia. Durante los años 30 varios 

Estados utilizaron la legítima defensa de los 

intereses vitales de la nación, también enten-

dida como derecho a la “auto-preservación”, 

para justificar ataques armados (Guerisoli, 

2006, p. 6).

El impacto que genera la redacción de una 
noticia puede inducir al receptor a tomar una 
posición que al momento es materia de prue-
ba para las autoridades, como en este caso, en 
el que existió muy poca información respecto 
a lo ocurrido en la noche del 30 de enero. Así 

mismo, se evidencia la carente construcción 
de información basada en la imparcialidad y 
dejando la total autonomía al juez de tomar 
una decisión sin una presión social, con una 
inclinación fundada en emisiones periodísti-
cas que determinan un hecho:

[…], la actividad probatoria debe estar orien-

tada hacia la construcción de argumentos que 

permitan inferir con alta probabilidad (más 

allá de toda duda razonable) que ciertos he-

chos ocurrieron de determinada manera, para 

adecuarlos luego a una norma y establecer así 

las consecuencias que de ello se derivan (Sie-

rra, 2008, p. 30). 

Al afirmar que existe una “legítima defensa”, 
los medios de comunicación deben ser muy 
objetivos, pues estas emisiones no se deben 
realizar sin objetividad, más aún sin un fallo 
judicial condenatorio o que pueda absolver al 
sujeto implicado. Razón por la cual, en esta in-
vestigación se pretende exponer la necesidad 
que se requiere en la redacción de informes 
periodísticos. Constitucionalmente se hace re-
ferencia a la imparcialidad de la noticia con el 
cuidado de no justificar el derecho a la libertad 
de prensa, libertad de expresión o derecho de 
información en la violación al debido proce-
so de indiciado, ya que esto puede fomentar 
una justicia a mano propia y parainstitucio-
nal, que es posición peligrosa en la sociedad. 
Por esta razón, se hace énfasis en que antes de 
tomar postura sobre un hecho que es materia 
de prueba exista el suficiente apoyo jurídico o 
de expertos que permitan emitir una informa-
ción con el conocimiento legal necesario.
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La imparcialidad hace referencia y exige al 
emisor de la información establecer cierta dis-
tancia entre la crítica personal de los hechos 
relatados y las fuentes y lo que se quiere emitir 
como noticia objetiva. En ese sentido, cuando 
un periodista desea emitir una información 
debe contrarrestarla con diversas fuentes y 
confirmarla, y si es el caso, con expertos en 
la materia, para evitar que se “contamine” con 
sus prejuicios y valoraciones personales o del 
medio en el que trabaja (Sentencia T-256/13, 
2013).

Agro Ingreso Seguro (AIS) 

 La corrupción ha permeado diferentes secto-
res de la sociedad. Un caso mediático fue el de 
Andrés Felipe Arias, ex ministro de agricultu-
ra, a quien se condenó por entregar recursos 
del Estado a través del proyecto AIS a perso-
nas con altos ingresos económicos, dejando a 
miles de familias campesinas sin ese aporte, 
que les permitiría reactivar sus economías e 
inversiones.

El segundo caso más sonado en nuestro país 

fue el denominado Agro Ingreso Seguro 

(AIS); este fue un programa del gobierno que 

buscaba otorgar subsidios a agricultores. Fue 

diseñado por el ex ministro de Agricultura 

Andrés Felipe Arias. El programa se vio impli-

cado en una serie de escándalos relacionados 

con la corrupción y la entrega de recursos a 

familias prestantes, figuras públicas, reinas de 

belleza, narcotraficantes y presuntos miem-

bros de grupos armados ilegales (Ruiz, 2013, 

p. 20).

En este caso se ejemplifica el papel fundamen-
tal de los medios para garantizar el derecho 
de los ciudadanos a la información, porque 
en ese momento gran parte del sector políti-
co pretendía manipular la realidad y desviar 
la percepción de la opinión pública. A pesar 
de lo cual hubo periodistas que expusieron 
los avances de la investigación y sacaron a la 
luz pública la acción delictiva de este caso de 
corrupción.

En el contexto de polémicas como Agro In-

greso Seguro, un elemento que cobra un papel 

crucial son los medios de comunicación, por-

que constituyen el principal mecanismo de 

formación de opinión pública. Además, son 

el instrumento que permite a los ciudadanos 

saber qué sucede, incluso cuándo los políticos 

buscan ocultar o manipular la realidad (Ca-

ñas, 2015, p. 14). 

El análisis estadístico realizado por Eliza-
beth Cañas Camargo evidenció que durante 
esa polémica se publicaron 58 artículos re-
saltando los valores como ser humano del ex 
ministro para mostrar a la sociedad su lado 
positivo, generando una manipulación de in-
formación no basada en el ámbito jurídico, 
evitando abordar el proceso de investigación 
y el desfalco generado a los campesinos y al 
Estado. Hizo falta un análisis imparcial de 
los hechos y una exposición objetiva, que es 
lo que se pretende garantizar constitucional-
mente.

En el ámbito periodístico se presentaron, por 
un lado, constantes calumnias de opositores 
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al proyecto Agro Ingreso Seguro y, por otro, 
al uribismo, exponiendo irregularidades en 
la investigacion por parte de la Fiscalía. En 
la tabla anterior se muestra que se hicieron 
múltiples referencias a las aptitudes del ex mi-
nistro, recalcando su buena fe, religiosidad, 
honestidad, disciplina, entre otras virtudes, 
evitando mostrar la situación en la que se 
encontraba legalmente, el curso de una inves-
tigación y los hechos en materia.

La tabla 2 muestra que muchos medios de co-
municación eran partidarios del gobierno de 
turno y trataron de evitar que este acto delic-

tivo se viera como una afectación y desfalco a 
la nación, mostrando el hecho como ataque, 
persecución política y calumnias contra el go-
bierno, dejando de lado la situación de miles 
de campesinos que se vieron afectados por la 
falta de apoyo para sus cultivos a causa de un 
presunto hecho de corrupción. 

[…], se encontraron cuatro grandes 

tendencias que marcaron el cubrimiento pe-

riodístico: la presencia destacada del discurso 

uribista; el abordaje de la prensa al fenómeno 

de la corrupción y la cultura de la trampa en 

la sociedad colombiana; la ausencia de análi-

Tabla 1

Fuente: Cañas (2015, p. 89). Recuperado de http://hdl.handle.net/10495/3837. 
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sis sobre la crisis del agro como problemática 

histórica en el país; y la judicialización de la 

política en Colombia (Cañas, 2015, p. 76).

Aunque se pretendió manipular la informa-
ción para ocultar lo realmente importante, 
fue ineludible que la sociedad se enterara so-
bre esa política funesta que permitió el lucro 
de los más adinerados del campo y de dife-
rentes sectores de la sociedad. En el año 2020 
se buscaba mostrar al ex ministro como una 

persona afectada por medio de entrevistas 
en las cuales se expone con un aspecto físico 
destrozado, influyendo en una perspectiva de 
apoyo y lástima. Posteriormente, propuso un 
proyecto de ley que buscaba una segunda ins-
tancia para juzgar al exministro: “La iniciativa 
busca que exfuncionarios como el exminis-
tro Andrés Felipe Arias, condenado a 17 años 
de cárcel en el año 2016, tengan la oportuni-
dad de apelar sus condenas” (El Tiempo, 21 
mayo 2020), con la posibilidad de retornar a la 

Tabla 2

Fuente: Cañas (2015, p. 93). Recuperado de http://hdl.handle.net/10495/3837.
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sociedad, quitando trascendencia a la investi-
gación y llevándola a un plano moral. Si bien 
la economía no mejoro para los campesinos 
sino para aquellos de mayor poder adquisitivo 
que de una manera arbitraria se vieron bene-
ficiados con este proyecto, era perentorio para 
la sociedad colombiana que se enteraran por 
parte del estado o los medios del avance del 
mismo, como quien diría realizar una veedu-
ría posterior sobre los beneficios que al final 
se llevaron a cabo o por el contrario escalecer 
estas participaciones:

…, llega a un punto en que al gobierno del 

momento le era prácticamente imposible 

silenciar el escándalo de AIS, pues lo que 

quedaba en el aire no sólo exhibía las conse-

cuencias de una política pública mal orientada 

y diseñada para beneficiar a unos pocos, de 

acuerdo a los resultados de las investigaciones 

judiciales; más allá, se generó una desolado-

ra sensación colectiva fundamentada sobre 

la idea de un modelo agrícola propuesto por 

el gobierno y sin embargo diseñado para 

beneficiar a ciertas personas, a los grandes 

agricultores y ganaderos de los de mayor ri-

queza en el campo (Castelblanco, 2014, p. 28). 

La corrupción en Colombia se ha incrementa-
do; no obstante, son los jueces los encargados 
de impartir justicia y fallar conforme a la ley y 
no atendiendo a la presión mediática y social. 
De ahí el papel de los medios de comunica-
ción, que de manera objetiva pueden informar 
a la sociedad para que tome una postura indi-
vidual en un caso y, así mismo, para que los 
jueces emitan sus fallos conforme a la ley.

CONCLUSIONES 

Los medios de comunicación se han conver-
tido para la sociedad colombiana en la fuente 
principal para conocer sobre los sucesos del 
país, aunque no siempre muestran la realidad 
exacta; por el contrario, señalan la perspectiva 
condenatoria o absolutoria dirigida por quie-
nes controlan los diferentes medios de poder.
Con base en los casos expuestos sobre mani-
pulación, se puede concluir que el impacto 
que genera la redacción de una noticia puede 
inducir al receptor a tomar determinada po-
sición respecto a un caso en particular. Por 
lo tanto, se debe incentivar a ser objetivos al 
momento de emitir un informe periodístico, 
para que la sociedad pueda tomar una pos-
tura objetiva y clara sobre lo que es materia 
de investigación, procurando que no haya 
distorsión de la realidad ni vulneración al de-
recho a la información o la dignidad humana 
de las partes.
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